STJSL-S.J. – S.D. Nº 001/21.-

--En la Provincia de San Luis, a diecisiete días del mes de marzo de dos mil veintiuno, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros, Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “SOSA CLAUDIA ESTELA c/ CONSORCIO DE REGANTES CONCARÁN s/ LABORAL - ORALIDAD - RECURSO DE CASACIÓN - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD” - IURIX EXP Nº 312627/17.
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, y habiendo asumido los Dres. CECILIA CHADA, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, JORGE OMAR FERNÁNDEZ y DIANA MARÍA BERNAL se procede a la votación en el siguiente orden: ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado por la actora?
II) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 
III) ¿Cuál sobre las costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la actora?

V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

VII) ¿Cuál sobre costas?
CONSIDERACIONES COMUNES A LOS RECURSOS: 1) Que la presente causa se origina con la demanda laboral iniciada por la Sra. SOSA CLAUDIA ESTELA en contra de CONSORCIO DE REGANTES DE LA LOCALIDAD DE CONCARAN por la suma de PESOS TRESCIENTOS TREINTA Y TRES MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y CINCO CON 50/100, en virtud de darse por despedida reclamando distintos rubros.
La sentencia de primera instancia hace lugar a la demanda, condenando a la parte demandada a abonar la suma de PESOS TRESCIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL NOVECIENTOS DIECIOCHO CON CUARENTA Y TRES CENTAVOS ($ 369.918,43), con más su actualización desde la fecha del distracto (23/06/2017) hasta su efectivo pago, con la Tasa Activa establecida por el Banco de la Nación Argentina, para sus operaciones de crédito.

Apelada la misma por la demandada, la Cámara resuelve hacer lugar al recurso de apelación y en consecuencia rechaza la demanda con costas.

Contra la sentencia de Cámara la parte actora deduce recurso de casación y recurso de inconstitucionalidad, que fuera concedido.

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: 1) Que por Auto Interlocutorio STJSL-S.J. – S.I. Nº 352/19 de fecha 17/09/19, el Superior Tribunal hace lugar al Recurso de Queja interpuesto por la actora y en consecuencia concede el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad por Sentencia Arbitraria que fuera interpuesto en fecha 07/02/19, mediante ESCEXT Nº 10874507, en contra de la sentencia NÚMERO OCHENTA Y CUATRO dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral de Concarán, en fecha diecinueve de diciembre del año dos mil dieciocho en actuación Nº 10706448.
Bajo el punto IV) A)- FALTA ABSOLUTA DE FUNDAMENTACIÓN EN EL FALLO. LAS CONCLUSIONES CARECEN DE BASES ACEPTABLES Y SE HA PRESCINDIDO DE PRUEBA ESENCIAL. Expresa que tal como surge de los fundamentos de la sentencia, en ella se han tergiversado los hechos, se ha alterado el orden cronológico y circunstancias al punto de que la sentencia pareciera referirse a otro proceso, a otra causa.
Que los fundamentos de la sentencia están en contradicción no solo con la realidad, sino también con la Legalidad, Razonabilidad, Debido Proceso, Defensa en Juicio entre otros, además de violar todo principio protectorio como lo es el de la Irrenunciabilidad.
Señala que en la Sentencia Definitiva Número OCHENTA Y CUATRO el error y la confusión existente es total. Que si bien es cierto que la actora en fecha 04 de julio de 2017 hace su reclamo administrativo ante el Programa de Relaciones Laborales, dando origen a las actuaciones administrativas Expte. PRL 80174/17, lo que la Excma. Cámara confunde es Que: LA ACTORA YA SE HABÍA DADO POR DESPEDIDA EN FECHA 23/JUNIO DE 2017.
Expresa que no se trata de una actuación administrativa previa, porque la relación laboral se había extinguido y la actora reclamaba vía administrativa, LOS HABERES CAÍDOS Y TAMBIÉN LA INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO SAC, VACACIONES, ETC. Que la actora ya se había dado por despedida con sobrada causa 20 días antes.
Entiende que por error en la sentencia se trata la cuestión, como si Sosa estuviese trabajando, reclamara sus magros haberes atrasados, tres meses, MARZO, ABRIL Y MAYO y luego de que la patronal se los pagara, ésta en forma maliciosa se da por despedida e inicia juicio. Y afirma que esto no es así. Por lo que la sentencia solo se explica como un error en la apreciación de los hechos y consiguientemente es una sentencia INFUNDADA Y ARBITRARIA.
Punto seguido relata la cronología y constancias de la causa, que también surgen del Exp. Administrativo PRL 80174/17. Expone que en fecha 14/06/17 la Sra. Sosa remite Telegrama Ley a la Patronal Reclamando se le abonaran nada menos que tres meses de haberes MARZO, ABRIL y MAYO (Sueldo mensual de $ 7.180). 
Que a esta intimación contesta la patronal, mediante Carta Documento de fecha 21 de Junio de 2017 reconociendo que le adeudan los tres meses (MARZO, ABRIL y MAYO) pero expresa que “Atento a la imposibilidad que atraviesa este consorcio de disponer de los fondos económicos que dispone en su cuenta bancaria, por razones que le exceden, se le abonarán los salarios adeudados de los meses de marzo, abril y mayo del corriente año 2017, en un Plazo de 15 días!.” 
Que en fecha 23 de junio de 2017 con toda legitimidad y sobrado derecho la Sra. Sosa remite Telegrama Ley y SE DA POR DESPIDIDA.
Que en fecha 04 de julio de 2017 la Sra. Sosa, tal como lo anticipara en su comunicación de despido de fecha 23 de junio, se presente ante la Delegación de Concarán para iniciar el Expediente 80174/17 en el que reclama nuevamente INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO, VACACIONES, SAC Y HABERES ATRASADOS, MARZO, ABRIL Y MAYO.
Que la patronal se presenta ante la delegación en fecha 13 de julio 2017 se notifica y pide un plazo (a esta altura ya pasaron los quince días en los que iba a abonar los haberes caídos), fijan nuevo plazo para el día 24 de Julio del 2017.
En fecha 24 de julio de 2017 la patronal se presenta y nuevamente sostiene su imposibilidad de pago por razones que le exceden y se señala nueva fecha para el día 28 de julio del 2018.
El día 28 de julio 2017 la patronal se presenta y CONSIGNA SÓLO EL PAGO DE LOS MESES ADEUDADOS ($ 30.000), suma que como se verá no cubría tampoco los meses adeudados. Por último, en fecha 15 de agosto del 2017 en el Delegación de Trabajo se le abonan los meses de MARZO, ABRIL Y MAYO por la Suma de Pesos ($ 33.930).
Expone que los Jueces de Cámara han tergiversado los hechos de tal manera y que no se ha comprendido la situación existente. 
Afirma que la trabajadora se dio por despedida por falta de pago de haberes; falta de pago de tres meses de haberes y deficiente registración laboral. Y esto lo hizo el 23 de julio de 2017. Habiendo trascurrido DOS MESES de la desvinculación laboral y CINCO MESES SIN COBRAR UN PESO, un magro sueldo de $ 7000 mensuales, recién el 15 de agosto de 2017 la patronal le abona los haberes de Marzo, Abril y Mayo que la trabajadora recibe obviamente por necesidad porque era de ella y aclara que lo hace “…Dejando constancia en este acto que la parte denunciada no ha hecho efectivo el pago de la indemnización por despido, preaviso, vacaciones proporcionales 2017 y demás rubros que surgen de la planilla liquidación confeccionada por este programa…”.
Señala que sin perjuicio de la irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, la Trabajadora no renuncia a su indemnización y deja expresa constancia de su falta de pago y que la sentencia, en forma confusa y rebuscada dice otra cosa, dice algo que no tiene nada que ver con lo actuado.
Sostiene que en el proceso la patronal obviamente no acreditó de ninguna manera la supuesta imposibilidad para abonar los haberes, y aunque lo hubiese hecho, la trabajadora habría tenido el derecho de disolver el vínculo laboral y cobrar su indemnización lo mismo. Por lo que concluye sobre la falta total de fundamento, falsedad y consiguiente ARBITRARIEDAD.
Enfatiza que la demandada nunca acreditó tal imposibilidad. No se ofreció ni pericial contable, ni constancia de procedimiento preventivo de crisis, etc. Por el contrario, la institución bancaria, Banco Supervielle conforme prueba informativa ofrecida y producida por la demandada, informa que el CONSORCIO DE REGANTES DE CONCARAN CUIT 33673473739 NO posee cuentas activas en la entidad.
Destaca que la patronal solo abonó los haberes de MARZO, ABRIL Y MAYO y que no abonó la INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVIOS, SAC, VACACIONES Y DIFERENCIA DE HABERES.
Agrega que la Sra. Sosa no reclama el pago de los meses de MARZO, ABRIL y MAYO, que podría considerarse como enriquecimiento ilícito, sino que reclama lo que le corresponde y se le adeuda, INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO, SAC Y VACACIONES.
Bajo el título APARTAMIENTO INEQUÍVOCO DE LA SOLUCIÓN NORMATIVA PREVISTA EN LA LEY expone que si la Excma. Cámara hubiese aplicado la normativa vigente en materia laboral, no se habría llegado a un fallo arbitrario como el que estamos impugnando, y menciona la IRRENUNCIABILIDAD: ARTICULO 12.- Ley de Contrato de Trabajo.
Sostiene que aún, considerando la Excma. Cámara que la Sra. Sosa al cobrar tres meses de sueldo, luego de cinco meses de ser adeudados y reclamados y de un mes y medio de ya haberse dado por despedida, que ello implicaría una renuncia tácita a su DERECHOS DE COBRAR LA INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, SAC, VACACIONES DÍAS TRABAJADOS Y DEMAS RUBROS, la expresa disposición de este art. 12 LCT, hubiera alertado a los Camaristas, y hubiese impedido tal interpretación, ya que los derechos de los trabajadores SON IRRENUNCIABLES.
Agrega que sin perjuicio de ello, la trabajadora al cobrar los tres meses, dejó sentado en el acta que aún le adeudaban la indemnización por despido y demás rubros.
En otro punto considera que la Excma. Cámara, no consideró ni trató de ninguna manera la Justa Causa del Despido y afirma que esa es otra causal de arbitrariedad.
Alega que esta obligación omitida por la Cámara implica un Apartamiento de la Solución Normativa, en cuanto el art. 242 LCT establece expresamente para los Jueces la obligación de hacerlo.
Manifiesta que errónea, falsa y arbitrariamente se limitó a sostener, que resultaba inexplicable que la actora, habiéndosele abonado todo, hiciera juicio.
Señala que la Excma. Cámara ha tratado el caso como si no hubiese existido despido, como si Sosa solo reclamara sus haberes atrasados y una vez cobrados, en forma inexplicable y de mala fe, lo mismo inicia juicio.

Explica que la causa del despido fue la falta de pago de tres meses de haberes y deficiente registración y afirma que ESTA CUESTIÓN NO FUE TRATADA, cuando obviamente es la cuestión MEDULAR, ESENCIAL por lo que la sentencia constituye un acto de arbitrariedad, esto es, NO RESOLVER CUESTIONES PLANTEADAS EXPRESAMENTE POR LAS PARTES y agrega que la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, resulta viciada, es arbitraria y nula por el hecho de haberse omitido el tratamiento y resolución de cuestión esencial. Y el vicio que se denuncia, es fundamento de la arbitrariedad.
Insiste en que la sentencia carece de fundamentos, omite tratar una cuestión expresamente planteada y por lo tanto queda descalificado como acto jurisdiccional. Con expresa violación del art. 17 de nuestra Constitución Provincial en cuanto exige que los organismos jurisdiccionales resuelvan todas las cuestiones que le fueran sometidas por las partes, aunque sin determinar cómo esas cuestiones deben ser falladas.
Concluye su presentación diciendo que la decisión no ha sido fundada, hace referencia a circunstancias inexistentes, no indica en que prueba se ha basado para dictaminar, y por el contrario ha sido dictada al margen de las expresas constancias comprobadas en la causa.
2) Que, ordenado el traslado de rigor, en fecha 26/02/19, mediante ESCEXT Nº 11022619, la contraria contesta el mismo.

Sostiene que el recurso resulta inadmisible e improcedente por estar la sentencia de Cámara recurrida, expresamente fundada y por NO contener el memorial presentado, fundamentos claros, concretos y precisos respecto a qué derechos constitucionales se han visto vulnerados por el fallo recurrido.

Que el relato muestra y de manera manifiesta que, lo que intenta a través del recurso, es constituir una tercera instancia judicial por la cual peticiona la revisión de la sentencia de V.E., requiriendo una nueva consideración y valoración de los hechos 
Alega que de la simple lectura de los agravios del actor se advierte, que NO se han cumplidos los requisitos exigidos para su procedencia, AMEN de que tampoco la sentencia recurrida es una sentencia desprovista de fundamentos; todo lo contrario: ya que, justamente lo que se ha logrado con la sentencia de Cámara recurrida, es un fallo razonable y equitativo de acuerdo a las constancias de autos y la realidad de los hechos.

Considera que la supuesta ARBITRARIEDAD alegada por la recurrente, no existe, y no puede pretender la parte actora que con la mera invocación del término “Arbitrariedad”, el recurso en cuestión deba prosperar. Que de la lectura del fallo de Cámara podemos apreciar que el mismo está FUNDADO, a pesar de que el recurrente expresa que la Cámara no ha tratado el tema del despido, lo cual no sólo es errado, sino que además es malicioso, atento a que, de la lectura del fallo recurrido, fácilmente se advierte que la primera cuestión que se trató fue justamente el DESPIDO, y ello en consonancia con los AGRAVIOS expresados por esta parte al fundar el Recurso de Apelación, lo cual trajo como consecuencia una Sentencia Definitiva estructurada y resolviendo cada uno de esos agravios.

3) Que en fecha 09/12/19, mediante ESCEXT N° 13178527, emite dictamen el Sr. Procurador General el cual entiende que se advierte arbitrariedad en el fallo impugnado porque para confirmar la inexistencia de la injuria, el tribunal se apartó de las constancias de la causa.

Que tal situación se configuró en el caso, pues resulta objetable la decisión impugnada que omitió analizar las constancias del mencionado expediente administrativo para tener por no configurada la injuria soslayando elementos que podrían adquirir igual o mayor relevancia para dirimir el conflicto.
En consecuencia, considera que corresponde hacer lugar al recurso en tanto de las piezas glosadas se percibe “prima facie” la vulneración de los derechos constitucionales a un debido proceso, propiedad e igualdad art. 16 CN y de defensa en juicio que puede desembocar en el desconocimiento del derecho de propiedad del recurrente.

4) Que el recurso extraordinario de inconstitucionalidad por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia fue concedido por el Superior Tribunal mediante S.I. Nº 352/19 de fecha 17/09/2019 por lo que, pasados los autos a dictar sentencia, corresponde entrar en el tratamiento sustancial del recurso y examinar si la sentencia de la Excma. Cámara tiene los vistos de arbitrariedad que se le atribuyen.

Como primera cuestión, es del caso señalar que la jurisprudencia elaborada en materia de arbitrariedad de sentencia ha establecido que la misma no tiene por objeto la corrección en tercera instancia de decisiones equivocadas o que se consideren tales (Fallos: 254:327) sino que, por el contrario, está dirigida a la revisión de pronunciamientos en los que se advierta la inexistencia de las calidades mínimas para que el acto impugnado constituya una sentencia judicial (Fallos: 237:74, 239:126). (Cfr. Augusto M. Morello. El Recurso Extraordinario, Ed. Librería Editora Platense. 1987, p. 198).

Que en este sentido, se ha sostenido que la tacha de arbitrariedad resulta procedente cuando media un evidente apartamiento de los hechos, del buen sentido o de las reglas de la sana crítica (CSJN, Fallos: 301:574, 308:1825), como también, si abandona el correcto entendimiento judicial del material probatorio o le da un tratamiento no adecuado (Fallos: 323:1508, 2653 y 2821) o se sustenta en afirmaciones meramente dogmáticas que le dan al fallo un fundamento sólo aparente que lo descalifican como acto jurisdiccional (Fallos: 230:1534, 323:1779).

Que, en el caso, la controversia planteada gira en torno al tratamiento adecuado del material probatorio que lleva a considerar configurada o no la causal de despido y en consecuencia a la procedencia o no de los rubros reclamados.

Sobre el punto, el a-quo entendió: “…Resulta claro que la absoluta mala fe de la empleada queda totalmente al descubierto por cuanto recibe de parte de la demandada la totalidad de lo reclamado y no obstante ello promueve la demanda a la que sorprendentemente hace lugar la jueza de grado.”
“Decididamente en el caso no ha existido injuria en los términos en que la LCT lo requiere en su art. 242.”
“Es que, la proporcionalidad de la reacción debe estar en directa relación con la gravedad de la falta, porque no todo incumplimiento contractual es apto para habilitar a la parte ofendida a resolver el vínculo con causa, sino sólo aquel o aquellas reiteraciones de aquél que no permitan consentir, ni aun a título provisorio, la continuidad de la relación de trabajo.”
“En el caso jamás se desconoció por la empleadora la legitimidad de los reclamos y de hecho aún sin poder disponer de los fondos depositados en la institución bancaria, con el aporte de los miembros del Consorcio de Regantes se hizo frente a la deuda reclamada.”
“Conforme a ello la actitud de la empleada es descalificable en cuanto luego de haber sido desinteresada totalmente de la deuda de haberes reclamada, promueve la demanda procurando con ello un enriquecimiento ilícito.”
“El tratamiento del caso por parte de la jueza de grado ignorando prueba documental contundente y prendiendo su sentencia de testimoniales interesadas no resiste el menor análisis.”
Que en mi opinión la sentencia, además de omitir toda consideración sobre los agravios que el recurrente adujo al fundamentar el recurso de apelación contiene un apartamiento de las constancias de la causa y de la prueba aportada a la misma.
Que analizada la documental acompañada surge que la Actora intimó fehacientemente a la demandada a abonar los meses impagos en fecha 14/06/17, obteniendo respuesta a su reclamo en fecha 21/06/17. Respuesta que implica un reconocimiento indirecto de la deuda y que da Lugar al despido indirecto. (Ver Expte. Adm. N° PRL 80174/17 AD 7769374).

Que en fecha 23/06/17 comunica que se considera injuriada y se da por despedida por culpa directa del empleador, comunicación ésta que fue debidamente notificada conforme surge de la respuesta dada por el empleador en julio de 2017.

De todo ello deviene que el reclamo de la actora fue anterior al inicio de los trámites realizados en el Programa de Relaciones Laborales, quedando así debidamente configurada la arbitrariedad en la que incurrió la Cámara al resolver, toda vez que no valoró prueba decisiva para la causa, como lo es el Expediente Administrativo N° PRL 80174/17, del que surgen claramente las fechas de los reclamos y en consecuencia la afirmación en la que funda la Cámara su sentencia estaría desprovista de toda razonabilidad.
Que teniendo en cuenta lo dicho ut supra y siguiendo la jurisprudencia imperante en cuanto considera que: “…Debe entenderse por fallo arbitrario aquel que no encuentra otro fundamento que la voluntad de los jueces que lo emiten ya sea porque ignoran los términos de la litis o porque prescinden de pruebas decisivas para el resultado del litigio o bien porque de cualquier manera que sean omiten valorar hechos o circunstancias que necesariamente debieron ser tenidas en cuenta…” (Telefónica de Argentina S.A. vs. Mathieu, Claudia María s. Consignación de llaves - Recurso de inconstitucionalidad /// SCJ, Mendoza; 15/02/2008; Rubinzal Online; RC J 1563/08) entiendo que corresponde hacer lugar al Recurso Extraordinario interpuesto por la actora.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Conforme lo expuesto en la anterior cuestión, corresponde: Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la actora, revocando la sentencia dictada por la Cámara de Apelaciones (S.D. Nº 84 de fecha 19/12/2018) y en consecuencia confirmar la sentencia Primera Instancia (S.D. Nº 126 de fecha 03/09/18). ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Las costas a la vencida. ASÍ LO VOTO. (art. 68 del CPC y C).
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Que en fecha 27/12/18, mediante ESCEXT N° 10760825, se presenta la parte actora e interpone formal recurso de casación contra la sentencia número OCHENTA Y CUATRO de fecha diecinueve de diciembre del año dos mil dieciocho y que fuera dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial.

Que en fecha 07/02/19, mediante ESCEXT Nº 10874504, acompaña los fundamentos del mismo.

Que en fecha 26/02/19, mediante ESCEXT Nº 11022617, la contraria contesta el mismo y solicita su rechazo.

Que en fecha 02/07/19, mediante actuación N° 11977980, emite su dictamen el Sr. Procurador General donde se pronuncia por la inadmisibilidad del recurso de casación dado que el mismo se refiere a materia de hecho y prueba merituados en su oportunidad por los tribunales inferiores, lo que no configura causal prevista en los términos del art. 287 del Código de rito.

2) Que corresponde determinar si se ha dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los artículos 286 y siguientes del CPC y C., a los efectos de la admisión del recurso en estudio.

Así, surge de las constancias de la causa que la sentencia recurrida fue notificada a la actora el día 21/12/18 que el Recurso fue interpuesto el día 27/12/18 y fundado el día 07/02/19, por lo que el mismo luce tempestivo -conf. art. 289 del CPC y C

También, se advierte que se ataca una sentencia definitiva dictada por la Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral de la Tercera Circunscripción Judicial, y que se encuentra exceptuado del pago del depósito exigido por el art. 290 del CPC y C.
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar, que el recurso articulado deviene formalmente admisible.

Por ello, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: 1) Que en fecha 07/02/19, mediante ESCEXT N° 10874504 acompaña los fundamentos del recurso de los que surge que la recurrente luego de referirse al cumplimiento de los requisitos formales de admisibilidad y de realizar una reseña sobre los antecedentes de la causa expone que los fundamentos de la sentencia están en contradicción no solo con la realidad, sino también con la Legalidad, Razonabilidad, Debido Proceso, Defensa en Juicio entre otros, además de violar todo principio protectorio como lo es el de la Irrenunciabilidad.

Señala que en la Sentencia Definitiva Número OCHENTA Y CUATRO el error y la confusión existente es total. Que, si bien es cierto que la actora en fecha 04 de julio de 2017 hace su reclamo administrativo ante el Programa de Relaciones Laborales, dando origen a las actuaciones administrativas Expte. PRL 80174/17, lo que la Excma. Cámara confunde es Que: LA ACTORA YA SE HABIA DADO POR DESPEDIDA EN FECHA 23/JUNIO DE 2017¡¡.

Expresa que no se trata de una actuación administrativa previa, porque la relación laboral se había extinguido y la actora reclamaba vía administrativa, LOS HABERES CAÍDOS Y TAMBIÉN LA INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO SAC, VACACIONES, ETC. Que la actora ya se había dado por despedida con sobrada causa 20 días antes.

Entiende que por error en la sentencia se trata la cuestión, como si Sosa estuviese trabajando, reclamara sus magros haberes atrasados, tres meses, MARZO, ABRIL Y MAYO y luego de que la patronal se los pagara, ésta en forma maliciosa se da por despedida e inicia juicio. Y afirma que esto no es así. Por lo que la sentencia solo se explica como un error en la apreciación de los hechos y consiguientemente es una sentencia INFUNDADA Y ARBITRARIA.

Punto seguido relata la cronología y constancias de la causa, que también surgen del Exp. Administrativo PRL 80174/17. Expone que en fecha 14/06/17, la Sra. Sosa remite Telegrama Ley a la Patronal reclamando se le abonaran nada menos que tres meses de haberes MARZO, ABRIL Y MAYO (Sueldo mensual de $ 7.180). 

Que a esta intimación contesta la patronal, mediante Carta Documento de fecha 21 de junio de 2017 reconociendo que le adeudan los tres meses MARZO, ABRIL y MAYO pero expresa que “Atento a la imposibilidad que atraviesa este consorcio de disponer de los fondos económicos que dispone en su cuenta bancaria, por razones que le exceden, se le abonarán los salarios adeudados de los meses de marzo abril y mayo del corriente año 2017, en un Plazo de 15 días.”
Que en fecha 23 de junio de 2017 con toda legitimidad y sobrado derecho la Sra. Sosa remite Telegrama Ley y SE DA POR DESPEDIDA.

Que en fecha 04 de julio de 2017 la Sra. Sosa, tal como lo anticipara en su comunicación de despido de fecha 23 de junio se presente ante la Delegación de Concarán para iniciar el Expediente 80174/17 en el que reclama nuevamente INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO, VACACIONES, SAC Y HABERES ATRASADOS, MARZO, ABRIL Y MAYO.

La patronal se presenta ante la delegación en fecha 13 de julio 2017 se notifica y pide un plazo (a esta altura ya pasaron los quince días en los que iba a abonar los haberes caídos), fijan nuevo plazo para el día 24 de julio del 2017.

En fecha 24 de julio de 2017 la patronal se presenta y nuevamente sostiene su imposibilidad de pago por razones que le exceden y se señala nueva fecha para el día 28 de julio del 2018.-

El día 28 de julio 2017 la patronal se presente y CONSIGNA SOLO EL PAGO DE LOS MESES ADEUDADOS ($ 30.000) suma que como se verá no cubría tampoco los meses adeudados. Por último, en fecha 15 de agosto del 2017 en la Delegación de Trabajo se le abonan los meses de MARZO, ABRIL y MAYO por la suma de pesos ($ 33.930).

Expone que los Jueces de Cámara han tergiversado los hechos de tal manera y que no se ha comprendido la situación existente. 

Afirma que la trabajadora se dio por despedida por falta de pago de haberes; falta de pago de tres meses de haberes y deficiente registración laboral. Y esto lo hizo el 23 de julio de 2017. Habiendo trascurrido DOS MESES de la desvinculación laboral y CINCO MESES SIN COBRAR UN PESO, un magro sueldo de $ 7000 mensuales, Recién el 15 de agosto de 2017 la patronal le abona los haberes de marzo, abril y mayo que la trabajadora recibe obviamente por necesidad porque era de ella y aclara que lo hace “…Dejando constancia en este acto que la parte denunciada no ha hecho efectivo el pago de la indemnización por despido, preaviso, vacaciones proporcionales 2017 y demás rubros que surgen de la planilla liquidación confeccionada por este programa…”.
Sin perjuicio de la Irrenunciabilidad de los derechos del trabajador, la trabajadora no renuncia a su indemnización y deja expresa constancia de su falta de pago y que la sentencia, en forma confusa y rebuscada dice otra cosa, dice algo que no tiene nada que ver con lo actuado.

Sostiene que en el proceso, la patronal obviamente no acreditó de ninguna manera la supuesta Imposibilidad para abonar los haberes, y aunque lo hubiese hecho, la trabajadora habría tenido el derecho de disolver el vínculo laboral y cobrar su indemnización lo mismo. Por lo que concluye sobre la falta total de fundamento, falsedad y consiguiente ARBITRARIEDAD.

Enfatiza que la demandada nunca acreditó tal imposibilidad. No se ofreció ni pericial contable, ni constancia de procedimiento preventivo de crisis, etc. Por el contrario, la institución bancaria, Banco Supervielle conforme prueba informativa ofrecida y producida por la demandada, informa que el CONSORCIO DE REGANTES DE CONCARAN CUIT 33673473739 NO posee cuentas activas en la entidad.

Destaca que la patronal solo abonó los haberes de MARZO, ABRIL Y MAYO y que no abonó la INDEMNIACIÓN POR DESPIDO, PREAVIOS, SAC, VACACIONES Y DEFERENCIA DE HABERES.

Agrega que la Sra. Sosa no reclama el pago de los meses de MARZO, ABRIL Y MAYO, que podría considerarse como enriquecimiento ilícito sino que reclama lo que le corresponde y se le adeuda, INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, PREAVISO, SAC Y VACACIONES.

Bajo el título APARTAMIENTO INEQUÍVOCO DE LA SOLUCIÓN NORMATIVA PREVISTA EN LA LEY expone que si la Excma. Cámara hubiese aplicado la normativa vigente en materia laboral, no se habría llegado a un fallo arbitrario como el que estamos impugnando, y menciona la IRRENUNCIABILIDAD: ARTÍCULO 12 .- Ley de Contrato de Trabajo.
Sostiene que aún, considerando la Excma. Cámara que la Sra. Sosa al cobrar tres meses de sueldo, luego de cinco meses de ser adeudados y reclamados y de un mes y medio de ya haberse dado por despedida, que ello implicaría una renuncia tácita a su DERECHOS DE COBRAR LA INDEMNIZACIÓN POR DESPIDO, SAC, VACACIONES DÍAS TRABAJADOS Y DEMAS RUBROS, la expresa disposición de este Art. 12 LCT, hubiera alertado a los Camaristas, y hubiese impedido tal interpretación, ya que los derechos de los trabajadores SON IRRENUNCIABLES.

Agrega que sin perjuicio de ello, la trabajadora al cobrar los tres meses, dejó sentado en el acta que aún le adeudaban la indemnización por despido y demás rubros.

En otro punto, considera que la Excma. Cámara, no consideró ni trató de ninguna manera la Justa Causa del Despido y afirma que esa es otra causal de arbitrariedad.

Alega que esta obligación omitida por la Cámara implica un Apartamiento de la Solución Normativa en cuanto el art. 242 LCT establece expresamente para los Jueces la obligación de hacerlo.

Manifiesta que errónea, falsa y arbitrariamente se limitó a sostener, que resultaba inexplicable que la actora, habiéndosele abonado todo, hiciera juicio.

Señala que la Excma. Cámara ha tratado el caso como si no hubiese existido despido, como si Sosa solo reclamara sus haberes atrasados y una vez cobrados, en forma inexplicable y de mala fe, lo mismo inicia juicio.

Explica que la causa del despido fue la falta de pago de tres meses de haberes y deficiente registración y afirma que ESTA CUESTIÓN NO FUE TRATADA, cuando obviamente es la cuestión MEDULAR, ESENCIAL por lo que la sentencia constituye un acto de arbitrariedad, esto es, NO RESOLVER CUESTIONES PLANTEADAS EXPRESAMENTE POR LAS PARTES y agrega que la sentencia dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones, resulta viciada, es arbitraria y nula por el hecho de haberse omitido el tratamiento y resolución de cuestión esencial. Y el vicio que estamos denunciando V.E., es fundamento de la arbitrariedad.

Insiste en que la sentencia carece de fundamentos, omite tratar una cuestión expresamente planteada y por lo tanto queda descalificado como acto jurisdiccional. Con expresa violación del Art. 17 de Nuestra Constitución Provincial en cuanto exige que los organismos jurisdiccionales resuelvan todas las cuestiones que le fueran sometidas por las partes, aunque sin determinar cómo esas cuestiones deben ser falladas. 

Concluye su presentación diciendo que la decisión no ha sido fundada, hace referencia a circunstancias inexistentes, no indica en que prueba se ha basado para dictaminar, y por el contrario ha sido dictada al margen de las expresas constancias comprobadas en la causa.

2) Que en fecha 26/02/19, mediante ESCEXT N° 11022617, la contraria contesta el recurso y solicita su rechazo.

3) Que en fecha 02/07/19, mediante actuación N° 11977980, emite su dictamen el Sr. Procurador General donde se pronuncia por la inadmisibilidad del recurso de casación dado que el mismo se refiere a materia de hecho y prueba merituados en su oportunidad por los tribunales inferiores, lo que no configura causal prevista en los términos del art. 287 del Código de rito.
4)  Que atento a como ha sido resuelto el recurso de inconstitucionalidad por arbitrariedad de sentencia, no corresponde el tratamiento del recurso de casación. ASI LO VOTO.

Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.

A LA SEXTA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Que en virtud de cómo se ha tratado la cuestión anterior, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta SEXTA CUESTIÓN.

A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Costas por su orden. ASÍ LO VOTO. 
Los Señores Ministros, Dres. CECILIA CHADA, JORGE ALBERTO LEVINGSTON, DIANA MARÍA BERNAL y JORGE OMAR FERNÁNDEZ y comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 
San Luis, diecisiete de marzo de dos mil veintiuno.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Hacer lugar al recurso de inconstitucionalidad interpuesto por la actora, revocando la sentencia dictada por la Cámara de Apelaciones (S.D. Nº 84 de fecha 19/12/2018) y en consecuencia confirmar la sentencia Primera Instancia (S.D. Nº 126 de fecha 03/09/18). 

II) Costas a la vencida.

III) No corresponde el tratamiento del recurso de casación.

IV) Costas por su orden. 

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia Dres. JORGE ALBERTO LEVINGSTON, ANDREA CAROLINA MONTE RISO, JORGE OMAR FERNÁNDEZ, DIANA MARÍA BERNAL y CECILIA CHADA, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.
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